Carátula 
SEÑOR BERRUTT!I.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 50 minutos). 


SEÑOR SIENRA.- Se supone que hoy nos reunimos para tratar el tema de los instrumentos de gestión. Quiero hacer notar que 
todos los instrumentos que estamos analizando, particularmente los planes, son instrumentos de gestión. Con esto quiero decir que 
el título del capítulo siguiente es grandilocuente o, por lo menos, ilusorio. 


Entiendo que los principales instrumentos de gestión son los planes, pero también lo son las directrices, las políticas y otros 
elementos de los que hemos estado hablando hasta ahora. 


Por otra parte, como no tuve tiempo de decir nada respecto al planteo en la última sesión, voy a tomarme un momento para 
comentarles algo a todos, puesto que ya les he enviado un "mail", de modo que todos tienen el texto que estoy proponiendo. 


Simplemente quiero decir que hoy en día y más si se aprueba esta norma todos los niveles de Gobierno tienen facultades 
suficientes -competencia- para elaborar directrices, políticas y todo tipo de documento destinado a orientar la gestión del territorio, 
incluso los planes. Pero en mi opinión lo único que tiene que estar regulado por medio de una ley son los planes. ¿Por qué? En 
primer lugar, porque es bueno que los planes creen un sistema en el que los distintos niveles de Gobierno interactúen y los distintos 
planes tengan coordinación suficiente. En segundo lugar, me parece fundamental que haya una serie de formalidades en la 
elaboración de los planes, que es lo que da garantía a la gente, y es adecuado que sean iguales para todo el territorio nacional. Por 
ese motivo, me parece fundamental que estén incluidos en la norma. 


A esos efectos, la propuesta que estamos haciendo, tal como lo hemos dicho muchas veces, empieza por definir los tipos de planes 
que debería elaborar el Estado en sus distintos niveles de Gobierno, que son: el Plan Nacional Estructural de Ordenación del 
Territorio -hago hincapié en la palabra estructural porque me parece que esa es la clave fundamental y es lo único que se va a 
hacer- los Planes de Ordenación Territorial en las distintas zonas y escalas de los departamentos, los Planes Urbanísticos -que 
también corren por cuenta de los Gobiernos Departamentales- y los Planes Estructurales de Ordenación del Territorio, donde tienen 
que trabajar en conjunto y no sólo coordinar el Gobierno Nacional y las Intendencias que tienen jurisdicción en el territorio 
involucrado por el Plan. 


Creo que hablar de planes especiales en esta norma no tiene sentido. ¿Por qué? Porque los planes especiales en definitiva serán 
de ordenación o urbanísticos de una zona particular o con determinada problemática, pero estarán dentro de los parámetros que 
implican los otros planes. 


Ya hemos discutido las categorías de suelos, pero me parece que sería un avance importante que la norma le diera un sentido 
técnico adecuado a la palabra suburbano. 


Otro elemento que me interesa hacer notar es el siguiente. No sé si debe aparecer escrito en el articulado, pero por lo menos 
debería incluirse en la exposición de motivos. Me refiero al hecho de que todo predio, cuando es categorizado en una categoría de 
cambio -por ejemplo, un predio rural que se categoriza como urbanizable y, por lo tanto, puede ser pasado a predio urbano o a 
predio suburbano; lo mismo que un predio suburbano que puede ser pasado a urbano, a pesar de que la propuesta es que la 
categoría suburbana sea permanente, hay que recordar que la evolución urbana puede tender a llevar a un área de baja densidad 
a mayor densidad- debe mantenerse en la categoría en la que está hasta que sea incorporado en la otra categoría. Esto tiene 
importancia por aspectos impositivos y por otros que tienen que ver con la gestión del territorio. 


También me parece importante hacer notar lo siguiente con relación a los Planes Transdepartamentales, que hemos llamado 
regionales en todos los casos. A este respecto, entiendo que deben limitarse a aspectos estructurales del uso y del equipamiento 
del territorio y, además, tienen que ser aprobados por ley. Voy a hacer hincapié en esto último, por dos razones. En primer lugar, 
porque los planes tienen que ser de cumplimiento obligatorio, y sé que lo son para todos los organismos y niveles de Gobierno. Sé 
también que los decretos departamentales son obligatorios para todos y tienen la misma jerarquía que una ley dentro del territorio 
del departamento. Pero cuando las obras públicas, las inversiones del Estado y las actuaciones de los Entes se definen a nivel 
nacional, por ejemplo, del Presupuesto, me parece que hay que darles la misma categoría de forma tal de poner el acento en que 
es de cumplimiento obligatorio para todos. En segundo término, opino que un plan departamental no puede quedar sujeto a lo que 
los departamentos aprueben; dicho de otro modo, no debiera quedar sujeto a que cada Junta Departamental apruebe una parte del 
plan porque, en realidad, es la parte exclusiva en la que tiene jurisdicción, es decir, la que se aplica sobre el territorio de su 
departamento. Los otros departamentos podrán o no aprobar el resto del plan o podrán aprobarlo con modificaciones. De modo que 
a los efectos de que tenga unidad, debe tener una aprobación que después todos apliquen. 


De lo demás, entiendo importante reiterar la obligación de participación que la ley tiene que imponer a todas las partes, es decir, a 
todos los niveles de Gobierno y a todos los organismos nacionales que hacen infraestructura, viviendas, etcétera, en el 
cumplimiento de los planes. 


La otra parte se refiere a la metodología básica para la elaboración de los planes. Lo que me parece más interesante en la 
propuesta es el planteamiento que se hace explícito en el sentido de que los responsables de la elaboración de los planes tienen 
que contactarse y coordinar desde el inicio de los trabajos -es decir, desde la recopilación de la información- con las demás 
autoridades y organismos involucrados en la gestión del territorio, así como crear mecanismos de comunicación con la población. 
Fundamentalmente, la propuesta tiende a crear un sitio en Internet exclusivo para el plan e interactivo de manera que la gente no 
solamente pueda ver qué se está haciendo, qué información se está recopilando, cuáles son las prospectivas que se hacen, las 
alternativas, los diagnósticos, sino también hacer llegar sus consultas e ideas 


Se podrá decir que Internet no es para todos, pero hoy en día cada vez más es para todos y, además, las autoridades competentes 
podrán instalar un PC conectado al Plan en edificios públicos, etcétera. Creo que es un medio importantísimo con una potencialidad 
extraordinaria que parecería interesante que la ley lo recoja. Desde luego que el mismo sitio quedará habilitado para tener el plan, 
todos sus antecedentes, su información, así como para recibir comentarios, denuncias y consultas de la gente luego de aprobado. 
En ese sentido, me parece que luego de aprobado el plan el sitio tiene que mantener el plan, con los lings, con todo lo que sea 
necesario y con la parte de recepción y respuesta a la gente. 


En este esquema que he expuesto rápidamente -que lo he enviado a todos por "mail"- queda casi todo lo que el planteo del Poder 
Ejecutivo tenía en el Título Il, salvo el artículo 26 que habla de las compensaciones. He dicho muchas veces que en mi opinión el 
tema de las compensaciones es importantísimo, no tanto por las compensaciones en sí mismas, sino porque es donde podemos 
avanzar en la legislación nacional. 


Seamos claros: en todo lo que hemos planteado hasta ahora las autoridades nacionales y departamentales tienen competencia 
para hacerlo, es decir que el que quiere lo hace. Por ejemplo, la Intendencia Municipal de Montevideo ha hecho sus FOT, la de 
Maldonado ha hecho sus planes y otras como, por ejemplo, las de Colonia, Salto, Tacuarembó, Lavalleja, han ido haciendo planes 
de distintas escalas territoriales y, generalmente, en sus ciudades. Por su parte, el Ministerio está perfectamente facultado y lo 
puede hacer. 


En cambio en el tema compensaciones se requiere una innovación legal. Entiendo que es absolutamente insuficiente lo que dice el 
artículo 26 en el sentido de que se compensará. Peor todavía es lo que dice el artículo 9* que repite una parte y agrega otras cosas 
que empeoran notoriamente esa redacción. 


En ese sentido, hemos propuesto los siguientes instrumentos. Primero, hemos definido que todo plan tiene que establecer un factor 
de ocupación total máximo para todos los predios. Además, establecemos por ley que ese factor nunca podrá superar el 1.5 de la 
superficie del terreno, o sea, el 150%. Pero, a continuación, decimos que los planes establecerán para cada zona o subzona los 
factores de ocupación totales que, según la propuesta de uso y ocupación del suelo, podrán ser diferentes del factor de ocupación 
total máximo. En el artículo siguiente decimos que se podrán edificar edificios cuya superficie sea mayor a la que define el factor de 
ocupación total máximo en los predios que el plan de ordenación del territorio establezca un FOT mayor y una vez obtenidos los 
derechos para hacerlo. Es decir que estamos hablando del suelo creado de los españoles que se utiliza tanto en Brasil como en 
otras muchas legislaciones. 


Nosotros estamos proponiendo para estos metros cuadrados más que se puedan construir en determinadas zonas y predios un 
impuesto a las áreas construidas que superan el factor de ocupación total máximo. Decimos que ese impuesto tiene que estar 
fijado por el plan si es que las autoridades deciden que se va a utilizar; por supuesto que pueden no utilizarlo si no quieren. Quizás 
el plan entienda que en alguna zona que se debe densificar no es conveniente aplicarlo, aunque en lo que me es personal entiendo 
que siempre debe aplicarse. 


Lo cierto es que establecemos un piso, un mínimo; el máximo será puesto por cada plan y cada autoridad. 


Con relación a aquellos propietarios de predios que queden afectados en su posibilidad de edificación en menos, nosotros decimos 
que cuando los planes habiliten una zona podrán vender en el mercado los metros cuadrados que podrían construir si no 
estuvieran afectados en menos, o sea, hasta llegar al factor de ocupación total máximo. Este es, simplemente, un mecanismo de 
compensación en el cual hay experiencias buenas y malas, pero pienso que puede funcionar. 


Por otro lado, estamos creando otro instrumento, un impuesto que se llama Impuesto al Uso del Suelo, el cual tiene una diferencia 
con el anterior y es que se cobra anualmente. Es decir que por toda área excedente al factor de ocupación total máximo que se 
pueda construir donde los planes lo autoricen, si se opta por este sistema, se estará obligado a pagar anualmente una especie de 
contribución inmobiliaria extraordinaria, que es el Impuesto al Uso del Suelo, un impuesto por el derecho a usar ese suelo 
extraordinario. 


Otro mecanismo que hemos agregado es el canje por obra pública. En esto los Gobiernos Departamentales tienen experiencia, 
pues lo han utilizado Montevideo y Maldonado además de otros departamentos. 


Por último, establecemos que el destino del producido de todos estos impuestos que se crean, que obviamente los cobrarán los 
Gobiernos Departamentales, es la planificación territorial urbana y suburbana y su instrumentación. De modo que no solamente 
pueden ser usados para planificar sino también para hacer planes sectoriales o de obra. 


Me interesa destacar dos cosas respecto a esto. En primer lugar, entiendo que este sistema requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, 
porque la iniciativa que trae el artículo 26 o el 9” es totalmente insuficiente. Por otro lado, me parece que conceptualmente no 
debiera aprobarse una ley que cree instrumentos y mecanismos de gestión del territorio si no tiene incorporados estos mecanismos 
u otros similares o alternativos, porque no puede seguir pasando que los propietarios de determinados predios sean enormemente 
beneficiados por la comunidad cuando hace cambio de planes y la comunidad no reciba nada. 


Por otro lado, no estoy innovando ninguna justificación; esto es exactamente lo que dice la ley de expropiaciones, que es de 1912. 
Esta ley habla de que los beneficiados por las acciones del Gobierno en la gestión del territorio le transfieran las ganancias que les 
produce el plan, pero sí las que producen las obras. En este caso, el concepto simplemente es modernizado; quizás en 1912 no se 
dieron cuenta de que el plan -estamos hablando de épocas en que los planes no tenían demasiada historia- es el que determina las 
obras y es el principal factor del cambio de valor de un predio. Por lo tanto, esto encaja perfectamente en la filosofía de la Ley de 
Expropiaciones. 


Además, quiero destacar que desde el punto de vista de los promotores de la inversión urbanística no tiene efecto negativo. A quien 
va a hacer un emprendimiento urbanístico o edilicio no le importa nada pagar por el terreno; por supuesto, va a pagar lo que la 
ecuación económica le da y el menor precio que pueda. Simplemente, sabe que una parte del pago la tendrá que hacer al Gobierno 
Departamental, ya sea por el mecanismo de obra o de impuesto. De manera que, la ecuación económica de quien hace un 
emprendimiento no se ve afectada en lo más mínimo. Sencillamente, el Gobierno Departamental, en lugar de regalarle a los 
propietarios de los predios un valor que crea el Gobierno por un acto de Gobierno, recupera por lo menos una parte de ese dinero. 


Habría que ver si el Ministerio tiene interés en promover este punto porque el Poder Ejecutivo tendría que mandar el Mensaje para 
la creación de algún mecanismo que podrá ser alguno de los propuestos u otro. 


Esto me parece importantísimo y voy a repetir lo que ya dije en su momento en cuanto a la experiencia de la Intendencia Municipal 
de Maldonado en la década del boom famoso de los “70, momento en que terrenos que valían U$S 30.000 pasaban a valer U$S 
1:000.000. Por supuesto que los propietarios de esos terrenos quedaron encantadísimos pero eso fue altamente injusto para la 
sociedad que fue la que creó ese valor. Entonces, no solamente hay un tema de justicia, sino también de moderación o de 
eliminación de especulación en predios, lo que es sumamente importante como herramienta de gestión del territorio. 


Como dije al principio, no sé si este es el Título Il, pero es una de las herramientas -al igual que el sistema de planificación- que el 
proyecto debería ir teniendo en cuenta. 


SEÑOR VILLEGAS.- Con respecto a lo que acaba de exponer el arquitecto Sienra debo decir que lo he leído atentamente en el 
"mail" que nos envió, pero hay un punto en el que tengo una diferencia, un matiz, que considero importante. Me refiero al cambio de 
categoría de áreas rurales-urbanas, rurales-suburbanas, urbanas-suburbanas, etcétera, donde también hay que tener la posibilidad 
de dar vuelta atrás, que no lo dice el proyecto y creo que debiera agregarse. 


Tengo presente perfectamente la barbaridad cometida en la costa de Rocha cuando en 1967 fue declarada en toda su extensión y 
500 metros de profundidad área suburbana y se produjo un desafuero urbanístico total cuyas consecuencias han sido tremendas. 
La Intendencia Municipal de Rocha reconoce que hay 140.000 solares vacíos, fruto de una decisión absolutamente arbitraria, 
seguramente promovida por algunos propietarios de tierras rurales que pensaban que podían beneficiarse teniendo para vender 
una faja arenosa que no sirve desde el punto de vista rural. Efectivamente, el desafuero existe y se viene arrastrando con enormes 
consecuencias. Este era el ejemplo al que me quería referir. 


SEÑOR SIENRA.- El asunto es así. No incluí este punto porque está previsto en la Ley de Centros Poblados, que no es derogada y 
es la que regula el pasaje de un predio de una categoría a otra. La Ley de Centros Poblados prevé la marcha atrás, pasar un predio 
suburbano a rural. Por ejemplo, la Intendencia Municipal de Maldonado lo aplicó en un fraccionamiento. 


Quiero destacar lo siguiente: cuando a un predio se lo declara urbanizable, hasta que no se hacen las obras y es aceptado por la 
Intendencia como urbano o suburbano -según la categoría de obra para la cual ha sido habilitado- debe mantener la categoría 
anterior para que no pase, como ha pasado ahora, que nadie paga los impuestos, quedan baldíos, etcétera. Esto se hace para 
mantener el predio en actividad hasta tanto es cambiado de categoría por las obras que corresponda. 


Me voy a referir a otro punto que entiendo importante. Cuando en la otra reunión se leyeron las definiciones de urbano quedó un 
detalle bastante importante fuera de la definición y fue que no se mencionó que las áreas urbanas tienen que tener población 
permanente y que las áreas urbanas tienen población permanente de bastante densidad mientras que las suburbanas, a su vez, 
tienen menor densidad de todo, de población, de servicios, de infraestructuras, etcétera. Lo mismo las áreas urbanas deben tener 
servicios, pues es una de sus características. Me refiero a servicios como recolección de residuos, iluminación en las calles, 
seguridad, etcétera. Desde luego, puede haber áreas que no tengan alguno de esos servicios, que estén en formación, pero 
población tienen que tener. Y la categoría urbana o la que le corresponda se le aplica también a las áreas que les falta; no importa 
si le falta infraestructura, edificios o servicios. Si el área se califica como urbana va a tener que contar con esos servicios, pero no 
se puede hablar de área urbana si no tiene población, además, de cierta densidad. 


SEÑOR VILLEGAS.- Estoy debidamente autorizado para hablar de una información que considero importante. A raíz de 
conversaciones que he tenido con el Director Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto Verbejillo, he recibido mediante 
conversación telefónica y luego por "mail" un texto que dice estrictamente lo siguiente: "El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente ha tomado contacto con la Comisión del Senado que está trabajando en el tema y ha constatado los 
avances que se han realizado durante el año 2002 y parte del 2003 en el debate de este proyecto. En este sentido está 
considerando enviar un Mensaje Complementario para recoger esos avances y ajustar algunos aspectos de la propuesta, no en lo 
sustantivo ni en el concepto central, pero sí en algunos puntos menores de enfoque que faciliten la rápida aprobación de la ley que 
tendrá carácter fundacional a pesar de producirse a trece años de la creación del Ministerio". 


Debo aclarar que ese borrador de proyecto todavía no lo conozco, no he tenido contacto con el grupo que está trabajando en el 
Ministerio, pero creo que en esta semana me van a citar para una reunión y, entonces, estaré en condiciones de saber qué idea 
tiene la Dirección actual con respecto al proyecto de ley. 


Por otra parte, recibí un material del arquitecto Sienra, del doctor Machado y de la doctora Rodríguez, aquí presente. Buena parte 
de ese material se lo he alcanzado a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, de modo que ellos están en conocimiento, 
no sé si de la totalidad pero por lo menos de la parte sustancial de los mensajes, colaboraciones y demás que se han recibido en la 
Comisión de parte de sus integrantes. 


De modo que recién en el curso de esta semana tendré contacto con ese grupo y veré en qué grado de avance está y qué están 
tratando. En este momento no tengo posibilidad de adelantar fecha de nada; el arquitecto Verbejillo suministró esta información en 
la Comisión de Ordenamiento Territorial de la Cámara de Representantes la semana pasada con el mismo texto que acabo de leer. 
De modo que esto está en conocimiento de la Comisión de la otra Cámara y a partir de hoy de la Comisión de Asesores de la 
Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado. 


Es cuanto quería informar. 


SEÑORA PEREIRA.- Quería preguntarles si recibieron el material que dejé para que fueran leyendo en el que se explica cómo se 
tipifica en España el delito urbanístico, así como mi idea de adecuar a nuestro ámbito la Ley N* 16.112 de creación del Ministerio, 
cuando habla de las sanciones en el artículo 6* inciso primero y la Ley N* 16.170 de Rendición de Cuentas, en su artículo 453. La 
finalidad es evitar la continuidad de los actos delictivos. Sería ideal que pudiéramos evaluar ese material. 


SEÑOR VILLEGAS.- Ya que el arquitecto Sienra tuvo la idea de establecer esa posible definición del volumen total edificado, el 
factor de ocupación total máximo por zona, que él estima no puede ser mayor de una vez y media el área de zona, quería 


preguntarle a Sienra dónde hubo antecedentes de este tipo de normas. 


SEÑOR SIENRA.- El suelo creado, que va más o menos por esos mecanismos, se ha usado en Brasil, en España y en otros 
lugares. La norma española le llama suelos creados y es lo que permiten hacer. Se puede buscar ese mecanismo u otro. El factor 
máximo de 1.5 lo saqué en función de la experiencia. Creo que más del 75% de ocupación de suelo en área urbana es una 
barbaridad. Además, lo pongo como máximo. Por ejemplo, en Punta del Este ese factor está en 0. y en Maldonado está en 1 y es 
bastante denso. 


SEÑOR VILLEGAS..- ¿Eso ya está establecido en el decreto que se aprobó que alcanza a Maldonado y Punta del Este? 


SEÑOR SIENRA.- Sí, como factor de ocupación total. Montevideo también lo tiene. Pero allí no estoy incluyendo la Avenida 
Roosevelt que tiene 5.2 y otras zonas que pasan los 5, que son los que tendrían que pagar, por ejemplo, si está en Punta del Este 
entre el 05, que es el factor medio y el 5. 


SEÑOR VILLEGAS..- Lo innovador es que se tenga que pagar por ese derecho. 
SEÑOR SIENRA.- Pagar a la Intendencia Municipal. 


SEÑORA PEREIRA- Si el constructor tiene que pagar, ¿puede excederse por completo de sus valores máximos? ¿No hay topes 
máximos? 


SEÑOR SIENRA.- El plan tiene que definir el factor de ocupación total medio, que es el derecho natural del propietario de un 
terreno a construir en esa ciudad y puede ser superado si es de interés para la ciudad en determinadas zonas, por ejemplo, los 
centros, donde generalmente se superan con edificios de mayor factor de ocupación, o sea que pueden construir más superficie. 


Esa superficie la establece el plan de acuerdo a la densidad de edificación que entiende conveniente. El plan pone los topes que 
quiere o que le resulta más conveniente. 


SEÑORA PEREIRA.- En Punta del Este, por ejemplo, ¿dónde se pueden superar las alturas? 
SEÑOR SIENRA.- Por ejemplo, en la Avenida Roosevelt o en alguna zona de La Pastora. 
SEÑORA PEREIRA.- El edificio alto al lado del Conrad lo supera ampliamente. 


SEÑOR SIENRA.- Ese edificio alto, la torre Millenium, está en una zona habilitada para edificios altos pero además tuvo una 
tolerancia y le permiten hacer 5 ó 10 pisos más, porque la Junta lo aprobó. Al Banco Hipotecario del Uruguay le aprobaron también 
un factor de ocupación como cinco veces más que el que tenía el terreno en Roosevelt, frente a La Fragata. 


SEÑORA PEREIRA.- Si están muy bien los planes pero después la Junta permite variarlos, ¿para qué sirven? 
SEÑOR SIENRA.- Eso es lo que esta ley no permitiría. 
SEÑORA PEREIRA.- ¿Todo eso se autoriza por ese inciso famoso? 


SEÑOR SIENRA.- No es por ese inciso. La Junta es soberana y puede legislar como quiere, puede cambiar el factor de ocupación 
todas las veces que quiere. No es por la Ley de Centros Poblados que no se mete con el tema de densidad de edificación. 


Eso es lo que hace esta norma. ¿Por qué? Porque modificar el factor de ocupación en un predio implica modificar el plan, pero para 
ello tienen que aplicar todo el procedimiento de elaboración del plan. A partir de que esta ley esté aprobada, no basta con que lo 
apruebe la Junta. 


SEÑOR MACHADO.- Veo que se han planteado dos órdenes de cuestiones: la propuesta del arquitecto Sienra que tiene que ver 
con los planes, sus contenidos y formas de elaboración y, por otro lado, la iniciativa que hemos tenido en forma coincidente -desde 
dos puntos de vista diferentes pero coincidentes al mismo fin- con la doctora Pereira de proponer dentro del Título lIl, Instrumentos 
de Gestión. Para mí entran esos dos temas, esos dos enfoques, en el Capítulo |, Poderes de Policía Territorial. 


Quisiera consultar a Secretaría para mantener el orden de tratamiento de los temas, como tienen poco que ver entre ellos, si valía 
la pena introducirse en nuestra propuesta en el tema específico desde el punto de vista jurídico o si es conveniente darle algún 
punto -si es que hubiera que darle- al tema de los planes. Digo esto porque corremos el riesgo de estar saltando y hablando cada 
rama desde su punto de vista. 


Me gustaría mucho hacer una exposición complementaria sobre el material que ha circulado a través del "mail" y, eventualmente, 
evaluar lo que me parece extremadamente positivo de la propuesta de la doctora Pereira que nos ha enviado todas las normas que 
rigen en España acerca de los poderes que deberían tener los Gobiernos Departamentales en nuestro caso especial y las 
autoridades en genera y que es una de las razones por las cuales la anomalía, la informalidad, la irregularidad y otras patologías 
han crecido en forma exponencial. 


SEÑOR BERRUTTI.- Desde el punto de vista del cronograma de trabajo les planteo solamente lo que se había acordado con la 
voluntad de todos en el sentido de que el 26 de mayo se entregue el Título lll y el 28 de junio el Título IV. Por lo demás, pueden 
hacer sus apreciaciones cuando lo entiendan conveniente. 


SEÑOR MACHADO..- En ese caso sigo la exposición. 


Quiero dejar claro que preferí utilizar el material elaborado el 6 de setiembre de 2001 a nivel del Departamento Jurídico de la 
Intendencia Municipal de Montevideo para dejar marcado un poco el valor histórico de la reflexión. La iniciativa nace de la primera 
lectura que se hizo de aquel primer proyecto enviado por esa fecha a conocimiento de las Intendencias, por lo menos de la de 
Montevideo. En su momento, se trató de articular normas que eventualmente habría que incluirlas, sin duda, como artículos 
independientes en el Título 11l, Capítulo 1. Probablemente, haya que buscar la mejor técnica para la compaginación de los artículos 


42, 43 y 44 del proyecto acerca del orden en que se pueden incluir como capítulo o sección. Me refiero a esta serie de normas que 
tienen un indudable contenido procesal, motivo por el cual hace un momento decíamos y comentamos con otros compañeros de la 
Comisión que se pueden articular perfectamente con el tema de la consagración de figuras penales que ayuden a prevenir un 
fenómeno que está siendo largamente debatido y que cada vez más sale a la luz, diría, al más alto nivel, pues el tema de los 
asentamientos ha sido tratado en numerosos foros, pero las autoridades, especialmente los Intendentes y más el de Montevideo y 
el Ministerio de Vivienda, lo han tratado públicamente. 


La articulación de esto que podría llegar a ser un capítulo o una sección apunta a especificar los poderes que se le confieren al 
Juez, entendiendo que los fenómenos de subdivisión irregular de la tierra afectan el derecho de propiedad y, por lo tanto, es 
imprescindible darle una garantía judicial al procedimiento. El proyecto apunta a tener un elenco de potestades del Juez bien 
definido, lo más a texto expreso que se pueda, por dos razones. En primer término, porque la latitud en las potestades judiciales, 
según la experiencia de la Intendencia Municipal de Montevideo, ha dado lugar a soluciones desiguales y eventualmente no 
demasiado eficientes para los problemas que se plantean. 


El otro gravísimo problema -y está bien dicho que por lo menos lo digamos los abogados que somos los que manejamos la ley- es 
que los tiempos judiciales jamás van con los tiempos de la gente y mucho menos con los tiempos del Estado. De lo que se trató, 
entonces, fue de acotarlos en forma de proceso de sumarísimo, hablando en términos procesales, sin quitar las garantías pero 
acotándolo en el tiempo de manera de darle la menor duración posible, basados inclusive en que la experiencia de la Ley de 
Amparo N* 16.011, en general, ha dado resultado desde el punto de vista del pronunciamiento en el tiempo. La Ley de Amparo ha 
tenido técnicamente muchos detractores y creo que con razón, por el tema sustancial de si el amparo es una herramienta 
adecuada o no para la defensa de los derechos constitucionalmente consagrados. 


Pero lo cierto es que se ha consagrado un proceso sumarísimo acotado en el tiempo. Creemos que es imprescindible acotarlo en el 
tiempo bajo ese modelo, porque la dinámica de los fenómenos de fraccionamiento irregular de tierras sobrepasa cualquier previsión 
burocrática en materia de toma de decisiones. El proceso de toma de decisiones a nivel administrativo oficial siempre va a ser más 
lento que la dinámica que tienen los procesos de ocupación y de fraccionamiento irregular. Por eso se ha pensado en esta 
estructura que a su vez reconoce un antecedente judicial existente, que no está dicho en el "mail", pero que vale la pena que quede 
para la versión del trabajo de la Comisión. 


Hace unos tres o cuatro años, la Intendencia Municipal de Montevideo se enfrentó con un asentamiento que era imposible de 
regularizar porque tenía una porción importante de área inundable y porque geográficamente su regularización era inviable; 
además, el proceso de intento de subdivisión había sido groseramente ilegal. Solicitó y obtuvo un mandato judicial a nivel de 
medida cautelar de no innovar, que traducido de los términos técnicos procesales al castellano sería de no continuar las 
construcciones y no iniciar nuevas construcciones. Desgraciadamente, como nuestra Justicia Penal -reconocido por la propia 
Justicia Penal y por algunos Jueces civiles que han actuado en estos casos- ha tenido una conducta un poco errática en materia de 
la tipificación del delito de desacato, esa orden fue desacatada abiertamente. Pero quedó el antecedente judicial de que por 
decisión de un Juez, sin una norma legal específica -explicándole éstas y otras razones- se adoptó un mandato judicial que impedía 
la continuación de las obras. De manera que jurídicamente esas obras son ¡legítimas. ¿Qué va a pasar con ese asentamiento? La 
historia lo dirá, pero el modelo inspirador de este proyecto de ley, de esta sección o capítulo -como queramos llamarle- es el que 
acabo de explicar. Si la Comisión lo considera del caso, esos antecedentes se pueden conseguir. Concretamente, fue en un 
Juzgado Civil de primer turno donde se adoptó esta medida de no innovar y que sirvió de modelo para cuatro o cinco casos más de 
otros procesos iniciados contra otros tantos fenómenos de fraccionamiento irregular en donde también se adoptó, inspirados en 
aquel antecedente jurisprudencial, en aquel primer mandato cautelar -a pesar de que no queremos parecernos a los ingleses en 
materia de antecedentes judiciales y de obligatoriedad de la jurisporudencia- esa medida por parte de los diferentes Jueces. 


Me parecía importante plantear la historia de lo que no aparece en el material que se ha enviado. Si nuestro proyecto apunta a 
darle facultades expresas a los Gobiernos Departamentales, a especificar los poderes del Poder Judicial y a darle un tiempo 
eficiente para el fenómeno que quiere combatir, personalmente entiendo que eso es perfectamente articulable con una sección o 
capítulo sobre derechos sustanciales en materia de derecho penal. Probablemente, el material que maneja la doctora Pereira 
respecto del Código español haya que adaptarlo desde el punto de vista técnico de la especialidad a nuestra realidad, pero parece 
como el complemento adecuado porque si bien las normas están destinadas por principio a regular la conducta humana, en esta 
materia las normas se han quedado sólo en el tema de la aplicación de multas. Y a pesar de que la sumatoria de la aplicación de 
multas puede llegar a superar el valor fiscal del inmueble, por lo que la Intendencia sancionadora puede llegar a "desapoderar" o 
canjear la deuda por la titularidad de la tierra -con lo que pasaría a heredar el problema del fraccionamiento irregular- es evidente 
que la aplicación de una multa, que es un acto administrativo, por más que le saquemos el efecto suspensivo a la recurrencia 
administrativa como lo dice el artículo 44 del proyecto original del Poder Ejecutivo, esos tiempos desafortunadamente muy largos 
hacen que no sea eficiente la política de la aplicación de sanciones pecuniarias. Probablemente haya que dejarla, perfeccionarla y 
buscar un mecanismo de articulación adecuado con estos otros, pero a la luz de la experiencia de algunos fenómenos ocurridos en 
el ámbito del departamento de Montevideo y por todo lo que acabo de decir, se nos ocurrió que era bueno plasmar un proceso 
especial de carácter sumario para estos casos, con esas tres características: facultades de las Intendencias, poderes de los Jueces 
y tiempos acotados. 


De pronto hasta podemos intentar compaginar los abogados del grupo estos dos aspectos para plantearlo concretamente a 
quienes tengan que decidir sobre este punto, la conveniencia -en el marco más amplio sin duda de los poderes de policía de la 
Administración respecto del territorio- de incluir este tipo de normas, que además de dar velocidad a las decisiones adoptadas con 
todas las garantías para que no haya problemas de arbitrariedad o desbordes. Tanto las figuras sustanciales de la policía territorial 
como las procesales y las penales deben poder llegar a constituir un elenco de elementos disuasivos que puedan dar resultado. La 
experiencia dice que en estos fenómenos, a la luz de los hechos consumados, de las consolidaciones de predios que 
eventualmente empezaron a tener principio de ejecución, cuando la Administración termina de reaccionar, por falta de voluntad 
política, de visión, de responsabilidad o de elementos adecuados -no estoy haciendo una enumeración por lo que ha pasado y 
mucho menos por una enumeración de gradación- se ha facilitado la acción de quienes, por un principio constitucional tienen 
derecho a la vivienda. El problema es saber cuáles son los fenómenos aledaños que existen alrededor de todos estos 
fraccionamientos, donde la realidad demuestra que han creado un mercado secundario en materia de tierras y una nueva 
generación de Piria. Recuerdo que en una oportunidad nos pusimos a reflexionar en la Intendencia Municipal de Montevideo en un 
colectivo multidisciplinario, y alguien dijo: "son los nuevos Piria o Reus". Creo que es un elemento que vale la pena dejarlo en la 


versión taquigráfica porque es para reflexionar desde el Estado si va a seguir permitiendo que existan promotores de 
fraccionamientos -que se sabe que los hay- que tienen un margen de ganancia muy importante y que en el fondo, son quienes 
lideran los procesos de regularización y que luego que violan la ley le exigen al Estado la desconozca, no la aplique o la aplique 
mal. 


Indudablemente se trata de un fenómeno muy complejo y nadie piensa que se pueda abarcar con lo que aquí se ha dicho. En 
cuanto al tema de la iniciativa, me gustaría escuchar los comentarios de los demás miembros de la Comisión. 


SEÑOR BERRUTTI.- La Secretaría le plantea al doctor Machado que en lo posible abunde en los antecedentes a fin de incluirlos 
en la exposición de motivos, ya que será de mucha utilidad para que los Legisladores entiendan pormenorizadamente la 
problemática y puedan abordar el articulado que se presentó. 


SEÑOR MACHADO.- Tomo el pedido al pie de la letra y a la mayor brevedad posible trataré de acercar al seno de la Comisión este 
material. 


Quiero señalar que como primera presentación del trabajo me vi tentado a hacer una exposición de motivos de 2003, pero entendí 
que era bueno dejarlo así, con la fecha, porque el material figura como un material que efectivamente fue pensado en el año 2001, 
antes de que esta Comisión empezara a funcionar. 


En definitiva, tomo a mi cargo la tarea de acercar a la Comisión ese material en la forma que diga la Secretaría, ya sea por escrito o 
en un disquete. Incluso, esa revisión puede llegar a modificar algunas de las normas que están previstas. 


SEÑOR BERRUTTI.- Ya que existe un articulado, que la exposición de motivos haga referencia a cada artículo, para que sea más 
conciso. 


SEÑOR MACHADO.- Por lo menos, una propuesta de inclusión dentro del capítulo y fundamento de cada uno de ellos, inclusive 
con los antecedentes jurisprudenciales. 


SEÑOR GILMET.- Simplemente, deseo hacer un brevísimo comentario. Nosotros también hemos recibido lo que en su momento 
fue planteado como proyecto de ley en forma independiente en el año 2001 y que ha acercado el doctor Machado al seno de esta 
Comisión. De una primera lectura del mismo, nos parece que debería integrarse "in totum" en el texto del proyecto de ley de 
ordenación territorial, donde se muestra la necesidad, en algunos casos, de un desarrollo más extenso. No es posible tratar esta 
materia de un procedimiento judicial sin un detalle pormenorizado de cuál es el procedimiento que la ley instituye. 


Por lo tanto, con respecto a un tema que reiteradamente se ha planteado en el seno de la Comisión con relación a los alcances de 
la ley, creo que en algunos casos podemos ser sintéticos y creo que todos aspiramos a ello, a tratar de que el texto de la ley sea lo 
más claro, por un lado, pero que al mismo tiempo no se extienda en demasía. En otros casos -aclaro que soy un ignorante en la 
materia- considero que no es posible sintetizarlo. Se está estableciendo un procedimiento judicial donde con claridad se determinan 
los pasos a seguir y no hay forma de sintetizarlo. 


SEÑOR MACHADO.- En realidad, el planteo original fue mucho más largo e hicimos todos los esfuerzos posibles para sintetizarlo, 
pero de todos modos siguió siendo largo. Somos conscientes de ello, pero esto también tiene otros argumentos que luego vamos a 
conversar. 


SEÑOR GILMET.- Es una materia en la que comparto el espíritu pero sobre la que tengo muchas dificultades por ignorar 
justamente qué alcance tiene la técnica judicial. Sí comparto el espíritu de recurrir al Poder Judicial en forma más clara y directa en 
estas situaciones que todos conocemos. 


También quería hacer un breve comentario con respecto a la primera intervención del arquitecto Sienra. He recibido el material y lo 
he leído previamente a esta reunión y me preguntaba, con respecto a la denominación de "impuesto a las áreas construidas que 
superan el factor de ocupación total máximo", en el sentido de que cuando se habla de impuesto se entiende que estamos 
remitiéndonos a un tributo que no tiene un destino explícito. Yo lo entendí así. Por lo tanto, en este caso, me surgía la duda de si 
realmente esta era la denominación adecuada, puesto que el artículo 23 habla de impuesto y luego, el artículo 27 habla del destino 
del producto de los impuestos. Aquí me señalan que se puede denominar "tasa". En ese caso, se trata de una contrapartida por un 
servicio. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que lo que puse en el último artículo sobre el destino del fondo, en realidad, debe ir en la exposición de 
motivos, pero no puede estar en la ley. Comparto plenamente el comentario. Simplemente es indicativo, pero es un impuesto. 


SEÑOR GILMET.- De todos modos, creo que es muy interesante lo que aquí se plantea. Seguramente todos estamos trabajando 
en el tema, pero plantea uno de los grandes problemas de legislar en esta temática. Si es un impuesto, no tiene un destino 
explícito, y en ese caso va a Rentas Generales. A nosotros se nos plantea la duda, justamente, de habilitar la creación de un 
impuesto que no tenga un destino explícito. En situaciones como la que está atravesando el país de dificultades económico- 
financieras, etcétera, un impuesto sin destino explícito por definición puede ser, de pronto, conveniente en determinado contexto 
como no. 


Nosotros nos inclinaríiamos más por encontrar algún otro tipo de figura -que existen en el Derecho Comparado- de manera que ese 
suelo creado pueda compensar las afectaciones que los propios planes o la propia ordenación del territorio o la planificación 
generan. Esa es una duda. 


La otra dificultad que se me plantea es con respecto a esta propuesta en el sentido de partir del concepto de factor de ocupación 
total máximo y establecerlo en 1.5. Si bien ello es claro en el caso de los ejemplos planteados de Punta del Este y de Maldonado, 
no lo es en situaciones de áreas urbanas mucho más densas. Pienso, por ejemplo, en el área caracterizada de Pocitos donde 
claramente el factor de ocupación total máxima es superior. Por tanto, me planteo que si este artículo 20 se establece con carácter 
general -la ley rige en toda la República- esto significaría que en áreas como, por ejemplo, Pocitos o el Centro, si se siguiera 
construyendo con la tipología edilicia de edificios de diez plantas, con altura máxima de 31 metros, deberían -según la lógica de 


este artículado- pagar un impuesto. Me pregunto si ello es conveniente. O sea, deberían pagarlo quienes actualmente son 
propietarios.... 


SEÑOR SIENRA.- No, el que va a edificar, porque ese impuesto se paga en el momento de edificar. 
SEÑOR GILMET.- A futuro. 


SEÑOR SIENRA.- En el momento de edificar. O sea, de la misma forma que se pagan las tasas de edificación, se paga este 
impuesto. Cuando se presenta el permiso de construcción. Esta es otra de las ventajas que tiene frente respecto a lo que planteaba 
la ley de expropiaciones que consideraba que la valoración estaba hecha y la cobraba en el momento en que consideraba el 
Estado. 


En cambio acá el impuesto se cobra en el momento en que el mayor valor es concretado. El propietario no paga impuesto hasta el 
momento en que va a edificar. 


SEÑOR GILMET.- Mi duda es más técnica y es en el sentido de si es justo gravar a aquellos propietarios del suelo de un área que 
tiene una caracterización muy clara de construcción en altura, puesto que estaríamos afectando, en alguna medida, el propio 
derecho de propiedad, o sea, aquel legítimo derecho de los propietarios del suelo de áreas caracterizadas que tienen una 
construcción en altura dominante y que por tanto tienen una expectativa de inversión y que de pronto ya han pagado ese valor a 
través de un cambio de dominio de la posibilidad de construcción en altura. Aquí estaría limitado a una vez y media o al pago de 
este nuevo impuesto. 


SEÑOR SIENRA.- No es así, porque con la redacción que yo le di se expresa que el plan lo podrá aplicar o no. Puede haber mayor 
factor de ocupación y el plan no aplicar el impuesto. Pero el impuesto está creado y forma parte de las herramientas que tiene el 
planificador. Entonces, si quien va a hacer un plan en una determinada zona entiende que la misma debe conservar sin rescatar 
para la sociedad parte del valor, no lo aplica. 


El impuesto al derecho de uso es opcional; se puede aplicar o no. Es más; el impuesto a derecho de uso podría llegar a aplicarse a 
edificaciones que ya existen. Volviendo a tomar el caso de Pocitos a modo de ejemplo, donde hay una densidad de ocupación, 
eventualmente el plan puede decidir poner este impuesto en tanto a todos los metros cuadrados -prorrateados lógicamente por las 
unidades que lo están disfrutando- por el derecho del uso del suelo. Lo que no puede hacerse es aplicar los dos; o se cobra antes o 
se cobra permanente, pero al mismo tiempo es absurdo. 


SEÑOR MACHADO.- Antes de la intervención anterior pensaba decir algo de este tema tributario, aunque debo reconocer que no 
tengo ninguna especialización en derecho tributario, pero por los principios generales pienso que la norma, tal como estaba 
planteada por el arquitecto Sienra, puede llegar a chocar con principios constitucionales de la igualdad de las cargas públicas, con 
los problemas de la doble imposición en materia de derecho tributario. Para definir que vamos a crear un impuesto, tendríamos que 
decir cuál es el hecho generador. 


(Dialogado) 


Si uno habla de uso, puede llegar a pensar en si tiene una relación o no con el derecho de propiedad o si es una manifestación del 
mismo, pero si la contribución inmobiliaria ya lo está gravando.... El arte de los tributaristas es conseguir hechos generadores que 
parezcan diferentes pero que sean iguales, para conseguir más recursos para el Fisco. 


Me parece que esta es una de las ventajas de la multidisciplina. Si desde el punto de vista de la arquitectura, de lo que se ve, es 
justo que un mayor factor de ocupación del suelo que agrega valor al inmueble, etcétera, puede llegar a crear la necesidad de 
compensar, creo que lo que se puede rescatar es buscar la forma de equilibrar esa situación. 


Si lo vamos a hacer a través del impuesto, de cuál es ese impuesto, de cuál es el hecho generador, me parece que son más 
interrogantes que respuestas, pero por lo menos que las interrogantes queden de manifiesto en el sentido de que la creación del 
impuesto liso y llano -y ni que hablar del destino del impuesto- puede crear muchas dificultades. 


SEÑOR BERRUTTI.- Desde el punto de vista del trabajo y del Poder Legislativo, que es lo que me corresponde, quiero señalar que 
el Poder Legislativo no tiene iniciativa para proponer un impuesto, por lo que ese tema debe ser abordado por los representantes 
del Ministerio. 


SEÑOR MACHADO.- Supuestamente eso es una iniciativa del Poder Ejecutivo, el tema es también si es posible o no darle un 
trámite conjunto en este tramado normativo o hay que hacerlo aparte. 


SEÑOR BERRUTTI.- Además, quiero puntualizar lo siguiente. Con los criterios de trabajo que se han analizado, tanto el caso 
planteado por el doctor Machado y lo que manifestó el arquitecto Gilmet, confirman que partir con dogmas para trabajar no es el 
camino más conveniente. Que hay que elaborar una ley marco. Se puede hacerla, pero en determinados momentos hay que bajar 
al detalle. Por eso, en su momento la Secretaría planteó no atarse a los dogmas de hacer una ley marco o una ley detallista. A lo 
que apelo, es a la independencia y a la voluntad de cada asesor. 


SEÑOR SIENRA.- Pero hay que cosas que deben estar específicamente detalladas. Por ejemplo, cuando uno va a aplicar 
sanciones o a poner un impuesto. No tengo ninguna duda de que tiene que eso debe estar absolutamente detallado porque no 
puede ser de otra manera. 


Quiero aclarar -un poco lo dije al pasar- que estos impuestos de que estoy hablando, en realidad, tienen el mismo concepto que 
utiliza la Ley de Expropiaciones cuando refiere a los tributos, contribución por mejoras y demás, que le cobra a los predios cuando 
entiende que una obra le da mayor valor a un predio y, por lo tanto, el propietario tiene que pagar. En este caso no es la obra la que 
le da mayor valor al predio, sino que es el derecho a edificar por encima del derecho que tienen los demás. Es un impuesto 
absolutamente igualitario. Trata de poner en iguales condiciones a todos los demás. La contribución inmobiliaria grava el valor de la 
propiedad, mientras que esto grava la facultad de construir. 


SEÑOR GILMET.- Estamos mezclando temas, pero me refiero justamente a la última parte de la propuesta del arquitecto Sienra, el 
llamado artículo 20 que dice "y en ningún caso podrá ser más de 1.5". Si por ley se instituye eso, estaríamos obligatoriamente 
gravando... 
SEÑOR SIENRA.- No es así, porque el artículo siguiente dice que el plan define en qué zonas se cobra el impuesto. 

(Dialogado) 
SEÑOR GILMET.- Tal vez la intensión es otra, pero de la lectura surge eso. 


SEÑOR SIENRA.- Pero yo lo escribí y sé lo que escribí. 


SEÑORA PEREIRA.- A veces uno escribe y busca un sentido que lamentablemente no lo encuentra. Para mí cuando dice "en 
ningún caso podrá ser más de 1.5" es incongruente... 


SEÑOR SIENRA.- Puede ser que no esté bien redactado, pero la idea es que el plan decide dónde se aplica: "En determinada 
zona". Se define para toda la ciudad un plan de ocupación y luego en algunas zonas habrá más y en otras menos, lógicamente, y 
en algunas zonas donde hay más se aplicará un impuesto o aplicará otro o no aplica ninguna. 


SEÑOR BERRUTTI.- Lo que pasa es que cuando se redacta un articulado se debe llegar a que un artículo no se contradiga con el 
otro. 


SEÑOR SIENRA.- Estoy seguro que no se contradice. 


SEÑORA PEREIRA.- Si acá hay tres personas a las que no nos parece claro, -tal vez es claro- va a traer problemas a la hora de 
interpretarlo. 


SEÑOR SIENRA.- Lo importante acá es el concepto. 


Si estamos de acuerdo con que hay que crear estos instrumentos u otros, estoy absolutamente abierto a escuchar cualquier 
propuesta. Me atreví a plantear esta, pero quizá hay otras mejores o diferentes. Estas son clásicas. 


SEÑOR GILMET.- Estamos reflexionando sobre el tema. Yo encontré esos dos escollos. 

SEÑOR SIENRA.- Mi intensión también es tratar de colaborar. Quizás, antes de que el Ministerio envíe la propuesta, tengamos que 
llamar al Director y plantearle si puede incluir algo de esto. Entiendo que la iniciativa que trae el Mensaje del Poder Ejecutivo no nos 
permite hacer un cambio de estas características y una ley en esta materia, sin estos instrumentos, es una ley absolutamente 
incompleta. 


SEÑOR GILMET.- La iniciativa es del Poder Ejecutivo; no necesitamos llamar en este caso al Ministerio. Tenemos que actuar con 
total independencia. 


SEÑOR SIENRA.- Si no tienen la iniciativa, aunque nosotros lo propongamos, no va a salir. 
SEÑOR GILMET.- ¿Cómo no? 


SEÑOR BERRUTTI.- El tema es así. Si ustedes quieren entablar una relación con el Director de Ordenamiento Territorial, háganlo 
fuera del ámbito de esta Comisión Asesora. 


SEÑOR SIENRA.- Está claro. 
SEÑOR BERRUTTI.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 17 y 20 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


